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JOSÉ GILDARDO RAMÍREZ GIRALDO 

Magistrado 
 
 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

TRIBUNAL SUPERIOR 

SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL 

Medellín, siete de julio de dos mil veintidós  
  

Proceso: VERBAL (resolución promesa compraventa) 
Demandante: MARÍA TERESA SIERRA MEJÍA  
Demandado: GERMÁN A. SCHAFER LEJALDE    
 Radicado: 052663103001201800037 01 
Asunto: Niega recurso casación 

 
 
 

Procede la Sala a emitir pronunciamiento respecto del recurso de 

casación que fue interpuesto por el apoderado de la parte demandada 

y demandante en reconvención en el proceso de la referencia, contra 

la sentencia dictada por esta Corporación el 21 de junio de 2022 con 

la cual se confirman los numerales primero y sexto  y se adiciona el 

numeral tercero de la emitida en primera instancia, donde se declara 

la nulidad absoluta de la promesa de compraventa. 

 
CONSIDERACIONES 

 
 

1. Para que el recurso extraordinario de casación resulte viable, es 

necesario que: (i) el mismo se interponga oportunamente; vale decir, 

dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la 

sentencia, pues así lo dispone en el artículo 337 CGP; (ii) que el fallo 

atacado hubiera desatado un proceso declarativo (iii); que el 

recurrente esté legitimado para recurrir, en tanto la decisión le es 

desfavorable (iv), y que ese interés de impugnación ostente un valor 

superior a los mil (1000) salarios mínimos legales mensuales vigentes 

(artículo 338 Ibídem). 
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2. Según ha indicado la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA1:  “…en los pleitos de 

contenido esencialmente patrimonial el artículo 339 ibidem consagra que cuando «sea 

necesario fijar el interés económico afectado con la sentencia, su cuantía deberá 

establecerse con los elementos de juicio que obren en el expediente. Con todo, el 

recurrente podrá aportar un dictamen pericial si lo considera necesario, y el magistrado 

decidirá de plano sobre la concesión», precepto que contiene una carga para el opugnador 

de acreditar el monto del detrimento que le ocasiona la sentencia, salvo que lo estime 

determinable con los elementos que militan en el expediente, en cuyo caso es labor del 

funcionario constatarlo sin que le esté permitido decretar medios de convicción adicionales 

a los existentes, ya que aquel asume los efectos adversos de su desidia. 

 

Y en otro pronunciamiento la misma Corporación2 indicó: ““El interés para 

recurrir en casación, entonces, refiere a la estimación cuantitativa de la resolución 

desfavorable al momento de proferirse la sentencia impugnada, concepto que 

«(...) está supeditado a la tasación económica de la relación jurídica sustancial 

que se conceda o niegue en la sentencia, (…) a la cuantía de la afectación o 

desventaja patrimonial que sufre el recurrente con la resolución que le resulta 

desfavorable, evaluación que debe efectuarse para el día del fallo» (AC7638-2016, 8 

nov.). …  Lo anterior implica que, cuando sea necesario establecer el aludido monto, este 

se determinará a partir del agravio o perjuicio que al recurrente le ocasione la decisión 

impugnada en el preciso contexto del litigio planteado, analizado el mismo en su 

dimensión integral, y atendidas las singularidades del caso. Así lo ha sostenido, en forma 

invariable, la Sala: «(...) uno de los aspectos a tener en cuenta para la concesión del 

recurso extraordinario de casación, corresponde al monto del perjuicio que la decisión 

atacada ocasiona al impugnante al momento que [esta] se profiere, para lo cual se debe 

apreciar la calidad de la parte, los pedimentos de la demanda, las 

manifestaciones de los oponentes y las demás circunstancias que conlleven a su 

delimitación, así como las decisiones definitorias, toda vez que las expectativas 

económicas de los intervinientes varían de acuerdo con las particularidades que le son 

propias a cada uno de ellos» (CSJ AC, 28 sep. 2012, rad. 2012-00065-01; reiterado en 

AC1849-2014, 10 abr.).  En síntesis, la actualidad de la afectación, en su faceta 

patrimonial, constituye uno de los ingredientes determinantes de la viabilidad del indicado 

medio de impugnación, la cual debe apreciarse con estricta sujeción a la relación 

sustancial definida en la sentencia, en tanto que «sólo la cuantía de la cuestión de 

mérito en su realidad económica en el día de la sentencia es lo que realmente 

 
1 AC2310-2022 2 DE JUNIO DE 2022. M.P. OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE 
2 AC3342-2020 7 DE DICIEMBRE DE 2020. M.P. LUIS ALONSO RICO PUERTA 
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cuenta para determinar el monto del comentado interés» (CSJ AC924-2016, 24 

feb.).”   (resaltos fuera del texto). 

 

3. Descendiendo al caso concreto, es evidente que el recurso se interpuso 

en tiempo, como quiera que fue presentado el 1 de julio de 2022, esto es, 

dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación por estados de la 

sentencia recurrida. Adicionalmente, se advierte que la sentencia atacada 

se profirió en un proceso declarativo y es adversa a la parte recurrente. 

 

A la luz de lo preceptuado por el artículo 338 CGP, el interés para recurrir 

en casación viene determinado por el “valor actual de la resolución 

desfavorable”, el cual debe ser igual o superior a 1000 smlmv.  

 

Para justipreciar el interés para recurrir, la parte recurrente indicó en 

su escrito que al declarar nulo el contrato y ordenar la restitución de los 

inmuebles, se ocasiona la pérdida de la posesión y de la expectativa de 

adquirir la propiedad de predios que fueron avaluados para el año 2021 

según dictamen que obra en el expediente así:  lote A1 la suma de 

$1.041.990.000 y lote A2 $697.583.000 para un total de $1.739.573.000.  Más un 

perjuicio por el lucro cesante con ocasión de la pérdida del mayor valor del predio 

(aumentos de avaluó desde el año 2014 a la fecha, tasado en la suma de $912.525.778 

a octubre de 2021).  Y al  confirmar la sentencia, deja en firme la orden de pago de 

frutos civiles,  por lo que constituye como perjuicio que deberá pagar la suma de 

$53.500.000 y además, se niega el reconocimiento de mejoras tasadas en la suma de 

$126.305.626 ni reconoce el pago de la cláusula penal a favor del demandado 

(demandante en reconvención) por valor de $122.553.000 suma que hace parte de las 

pretensiones del recurrente y finalmente, al confirmar la sentencia ordena el pago de 

costas en $1.000.000 lo que arroja un total de perjuicios de $2.955.457.406. 

 

4. En la demanda principal se pretendió:  *Se declare RESUELTO el contrato 

de promesa de compraventa celebrado con el señor GERMÀN ALFREDO SCHAFER 

ELEJALDE como promitente comprador, por incumplimiento de éste último en las 

obligaciones contraídas. *Se le ordene restituir el inmueble objeto de la  negociación en 

el estado en que le fue entregado y que ocupa desde el mes de julio de 2013 cuando 

suscribió la promesa y hasta la fecha. *Se le ordene pagar la cláusula penal en la suma 
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de $122.553.000. *Se condene a pagar los intereses remuneratorios a la tasa del 0.775% 

sobre los saldos de capital insoluto, que corresponden a la suma de $203.448.000. *Se 

condene a pagar la suma de $7.200.000 por impuesto predial por 56 meses que ha venido 

ocupando y explotando el inmueble. *Se condene al pago de perjuicios: Lucro cesante la 

suma de $28.000.000 por frutos civiles de cánones de arrendamiento por 56 meses con 

una renta mensual de $500.000. *Que las sumas sean indexadas y la condena en costas.  

 

Y en la demanda de reconvención se pretendió: *Se declare que la 

promitente vendedora incumplió en forma grave y determinante las obligaciones 

principales asumidas en el contrato de promesa de compraventa. *Se le ordene el 

cumplimiento forzado de la prestación a su cargo: la firma de la escritura de compraventa 

de los lotes 1 A  y 1B,  para lo cual se deberá señalar un término razonable, lugar, fecha 

y hora. *Se le condene al pago de la cláusula penal en la suma de $122.553.002 y *la 

condena en costas. 

 

5. La sentencia que emitió el A quo es del siguiente tenor: “PRIMERO.  

Declarar absolutamente nulo el contrato de promesa de compraventa celebrado el 3 de 

julio de 2013 por MARÍA TERESA SIERRA MEJÍA como promitente vendedora y GERMÁN 

ALFREDO SCHAFER ELEJALDE, como promitente comprador. SEGUNDO: Ordenar a este 

último restituir a la primera los lotes 1A y 1B, cuyos linderos aparecen en la escritura 

1716 del 22 de julio del 2014, de la Notaría Segunda de Rionegro (Ant.). TERCERO: 

Condenar al señor Schafer Elejalde a pagarle a la demandante, la suma de $50.000.000, 

por frutos civiles causados desde el 3 de julio del 2013 hasta el 3 de noviembre del 

presente año y, los que sigan causando con posterioridad hasta que se efectúe la entrega 

efectiva de los lotes de terreno, a razón de $500.000 mensuales. CUARTO: Condenar a 

la señora María Teresa Sierra Mejía a restituir al demandado la suma de $140.000.000, 

debidamente indexada, recurriendo al … IPC, desde el 3 de julio del 2013 hasta que se 

realice efectivamente la restitución. Sobre esta suma nominal –no actualizada-, 

reconocerá igualmente intereses civiles al 0.5% mensual, según el art. 1617 del Código 

Civil por ese mismo lapso de tiempo. La suma indexada, a la fecha de la sentencia, 

asciende a $193.951.907,33 y, los intereses, a $69.171.666,87, para un total de 

$263.123.574. QUINTO: Las anteriores cantidades de dinero podrán ser compensadas 

por las partes. SEXTO: Negar las pretensiones tanto de la demanda principal como las 

de la reconvención. SÉPTIMO: Sin costas”. 

 

6. La sentencia de esta Sala dispuso: “PRIMERO:   CONFIRMAR LOS 

NUMERALES PRIMERO Y SEXTO de la sentencia del 13 de octubre de 2021 proferida 



Radicado 05266310300120180003701 
JGRG 

5 

 

 

por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Oralidad de Envigado, dentro del proceso 

VERBAL de RESOLUCIÒN DE CONTRATO DE PROMESA DE COMPRAVENTA instaurado por 

MARÌA TERESA SIERRA MEJIA en contra de  GERMÀN ALFREDO SCHAFER ELEJALDE.  

SEGUNDO: ADICIONAR EL NUMERAL TERCERO para negar el reconocimiento de 

mejoras al demandado.  El resto de la decisión no mereció reparos.  TERCERO:   

CONDENAR en costas en esta instancia al demandado en la demanda principal y 

demandante en reconvención en favor de la demandante MARÍA TERESA SIERRA 

MEJÍA…”.  

 

Retomando la decisión de nuestra máxima Corporación, allí se establece 

claramente que uno de los aspectos a tener en cuenta para determinar el 

interés para recurrir, corresponde al monto del perjuicio que la decisión 

atacada le ocasiona y que se debe tener en cuenta la calidad de la parte, 

el pedido de la demanda, las manifestaciones de los oponentes y las 

decisiones definitivas; por ello será necesario tomar los aspectos 

relevantes de lo pretendido y la decisión que finiquitó la instancia.  

 

7. Traducido lo anterior al caso concreto, no queda ninguna duda que la 

decisión de esta Sala, confirma los numerales primero y sexto, lo cual 

significa que confirma la decisión mediante la cual se declara la nulidad 

de la promesa y se niegan pretensiones tanto de la demanda 

principal como la de reconvención.  Y en lo que tiene que ver con 

cifras dinerarias, adicionó un numeral para negar el reconocimiento de 

mejoras solicitadas por el demandado.  Sobre el resto de la decisión no 

hubo pronunciamiento porque no se presentó objeción.   Y ello significa  

que como el recurrente es el demandado en la demanda principal y 

demandante en reconvención,  la cifra que se ha negado por el 

reconocimiento de mejoras  que asciende a la suma que se reclamó en 

cuantía de $126.305.626 constituye un agravio y al negar las 

pretensiones de la demanda de reconvención, se buscaba el cumplimiento 

de la obligación, cual era la firma de la escritura del inmueble 

comprometido en la promesa de compraventa y una suma que  se 

pretendía obtener por la cláusula penal ante el incumplimiento de la 
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promitente vendedora,  que ascendería a la suma de $122.553.002,  

cifras que en total arrojan $248.586.628. 

 

8. El resto de las sumas a las que se alude en el escrito donde se interpone 

el recurso, no pueden ser tenidas en cuenta, justamente porque no es 

viable apartarse de los pedimentos que se hicieron en la demanda;   de 

hecho en la  decisión del A quo, en el tema de las restituciones ordenó  al  

señor  SCHAFER ELEJALDE (aquí recurrente) restituir a la señora SIERRA 

MEJÌA  los citados lotes y al primero pagarle a ésta última los frutos civiles 

en cuantía de $50.000.000 en la forma allí indicada y también se ordenó 

a la señora SIERRA devolver al señor SCHAFER una suma indexada en 

cuantía de $263.123.574 que no tuvo objeciones por este último y  por 

ello no puede darse el alcance que ahora se pretende, indicando que con 

la restitución de los inmuebles, se ocasiona la pérdida de la posesión y de 

la expectativa de adquirir la propiedad,  cuando ello ni siquiera fue objeto 

de debate, máxime si se tiene en cuenta que en la demanda de 

reconvención que interpuso, se repite,  sus pretensiones solo estuvieron 

orientadas al cumplimiento de la promesa con la firma de la escritura y el 

pago de la cláusula penal.  En el evento de que en sede de casación 

prosperen sus pretensiones, en el tema económico solo se reclama el 

pago de la cláusula penal y contrario sensu, de prosperar las pretensiones 

de la demanda principal, las sumas ordenadas vía restituciones mutuas 

no fueron objetadas.  

 

Es de resaltar igualmente, que como bien lo resalta la providencia 

referenciada, analizando la calidad de las partes y las pretensiones, la 

sentencia solamente fue impugnada por la parte demandada quien 

también confluye como demandante en su reconvención y en un tema muy 

puntual y como se desestimaron sus pretensiones, ello significa que a 

través del recurso, se pretendía obtener la firma de la escritura y el pago 

de la cláusula penal suma que no supera la cuantía citada. La parte 

demandante, quien estaba pretendiendo la resolución de la promesa y uina 
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serie de pagos en la forma que  ya se indicó, ni siquiera impugnó la decisión 

y por ello no sería viable  entrar a considerar  que la relación de las partes 

estaba atada a una promesa  donde se pactó como valor la suma de 

$612.765.011 que incluso actualizada a la fecha de sentencia de segunda 

instancia arrojaría la suma de $888.019.393. 

 

Así las cosas, se considera que el agravio que sufrió la parte demandada 

en la principal y demandante en reconvención no supera el monto exigido 

en el artículo 338 del CGP requeridos para la concesión del recurso.  

 

9. De otro lado, ha solicitado igualmente el recurrente  en aplicación al 

artículo 341 del CGP,  se  suspenda el cumplimiento de la sentencia, 

incluso ordenando el pago de una caución. 

 

Para lo anterior se precisa que el inciso 4 del artículo 341 de la citada 

codificación establece: “en la oportunidad para interponer el recurso, el recurrente 

podrá solicitar la suspensión del cumplimiento de la providencia impugnada, ofreciendo 

caución para garantizar el pago de los perjuicios que dicha suspensión cause a la parte 

contraria, incluyendo los frutos civiles y naturales que puedan percibirse durante aquella.  

El monto y la naturaleza de la caución serán fijados en el auto que conceda el 

recurso… “. Por lo tanto, no es necesario emitir pronunciamiento al 

respecto, porque según la norma ello es viable cuando se concede el 

recurso y en este caso será negado.  

 

10. Finalmente, en cuanto a la solicitud de pruebas adicionales (artículo 

370 CGP) que hace el recurrente, indicando que esta Sala no realizó 

pronunciamiento, no le asiste razón porque la sentencia sí expuso los 

motivos por los cuales ello no era procedente y por ello no se haràn 

análisis adicionales, máxime que no es la oportunidad.  

 

Así las cosas,  el valor actual, según lo ha sostenido la Corte Suprema de 

Justicia, ha de entenderse como el valor económico del agravio irrogado a 

la fecha de la sentencia y como fue proferida  el 21 de junio de 2022 y la 
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solicitud de condena  no supera   el monto exigido para la procedencia del 

recurso de casación, (1.000 smlmv)  no es procedente conceder el mismo 

y  por tanto, se negará.  

 

DECISIÒN. 

 

  

En consecuencia, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Medellín, en Sala de Decisión Civil,  

 

RESUELVE: 

 
 
PRIMERO: NEGAR el recurso extraordinario de Casación interpuesto   

por el apoderado de la parte demandada y demandante en reconvención 

en el proceso Verbal (Resolución promesa de compraventa) instaurado 

por MARÌA TERESA SIERRA MEJÌA en contra de GERMÀN ALFREDO 

SCHAFER ELEJALDE  contra la  sentencia dictada por esta Corporación el 

21 de junio de 2022. 

 

SEGUNDO:  NEGAR las solicitudes formuladas en lo que tiene que ver 

con la suspensión del cumplimiento de la sentencia y de pruebas 

adicionales,  de acuerdo a lo expuesto en la parte motiva.  

 
 

NOTIFÍQUESE 

 

  
JOSÈ GILDARDO RAMÍREZ GIRALDO 

Magistrado 


